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AUDIENCIA PROVINCIAL
       SEVILLA
  SECCIÓN SÉPTIMA

ROLLO  APELACION Nº 8052/2020
PROCEDIMIENTO ABREVIADO Nº 65/2016
JUZGADO DE LO PENAL Nº 15 SEVILLA

   S E N T E N C I A  537/22
 
Tribunal
Dª. MERCEDES ALAYA RODRÍGUEZ
Dª. ÁNGELES SÁEZ ELEGIDO
D. JOSÉ LUIS RAMÍREZ ORTIZ

En Sevilla, a 24 de noviembre de 2022.

 La Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Sevilla, constituida por los 
miembros del Tribunal al margen referenciados ha visto, en grado de apelación, el 
presente rollo dimanante del Procedimiento Abreviado seguido del número arriba 
indicado, por un presunto delito de descubrimiento y revelación de secretos, en el 
que comparecen como

Partes  apelantes:  el  acusado,  D.  ROBERTO  ALEJANDRO  MACÍAS 
CHAVES, representado y defendido en los términos que constan en la causa; y la 
acusación particular, sostenida por  UNIÓN GENERAL DE TRABAJADORES DE 
ANDALUCÍA, representada y defendida en los términos que constan en la causa. 

Partes  apeladas:  el  Ministerio  Fiscal,  el  acusado,  D.  ROBERTO 
ALEJANDRO MACÍAS CHAVES,  representado y defendido en los términos que 
constan en la causa; y la acusación particular, sostenida por UNIÓN GENERAL DE 
TRABAJADORES DE ANDALUCÍA, representada y defendida en los términos que 
constan en la causa.

Dicho procedimiento se encuentra pendiente ante esta Audiencia en virtud 
de los recursos interpuestos contra la sentencia dictada en primera instancia por la 
representación del acusado y de la acusación particular.

Ha sido ponente el magistrado José Luis Ramírez Ortiz, quien expresa el 
parecer de la Sala.  

A N T E C E D E N T E S     D E     H E C H O

PRIMERO.-  La  sentencia  apelada,  aclarada  por  auto  de  fecha  9.7.20, 
declaró probados los siguientes hechos:

“ÚNICO.- ROBERTO ALEJANDRO MACÍAS CHAVES, mayor de edad y sin  
antecedentes penales, trabajó en el sindicato Unión General de Trabajadores de  
Andalucía, UGT-A, desde el 5/12/2008 hasta que fue despedido el 30/11/2012, con  
la  categoría  de  administrativo,  en  el  Departamento  denominado  Central  de  
Compras,  en  la  sede  de  la  calle  Antonio  Salado,  10-12  de  Sevilla.  En  dicho  
Departamento se coordinaban y centralizaban los pedidos, compras, facturación y  
gestión  del  gasto,  así  como  el  control  de  existencias  del  Sindicato.  Para  el  

1

Código Seguro De
Verificación:

8Y12V2DEN7AKPXURTSW2R5LYC77K2Y Fecha 28/11/2022

Firmado Por MARIA DOLORES ARISPON PACO

MARIA DE LOS ANGELES SAEZ ELEGIDO

MERCEDES ALAYA RODRIGUEZ

JOSE LUIS RAMIREZ ORTIZ

Url De Verificación https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/ Página 1/17

Notificacion:202210538229114 29/11/2022
ANDRES ESCRIBANO DEL VANDO - 28758424Y ANDRES ESCRIBANO DEL VANDO ROGELIO FRANCISCO VARGAS RODRIGUEZ
Tlf.  954155896 Tlf. 954155896
aescribanodelvando@gmail.com ROBERTO ALEJANDRO MACIAS CHAVES

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/8Y12V2DEN7AKPXURTSW2R5LYC77K2Y


E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

desempeño de sus funciones el acusado hacía uso de un ordenador, identificado  
cono PC 15. Y para la gestión de las bases de datos y aplicaciones que usaba el  
Sindicato, en la que se encontraba entre otros el programa denominado SPIYRO,  
tenía asignado el usuario “roberto.macias”.

El día 7/11/2012, sobre las 17.02 horas, el acusado se conectó al referido  
PC  15,  cuando  se  hallaba  en  horario  laboral,  conectando  el  dispositivo  de  
almacenamiento masivo USB IMATION modelo Apollo M100 USB3, en el que volcó  
o copió al menos 374 elementos (342 ficheros y 32 carpetas), lo que supone un  
total de 22.500 archivos o ficheros informáticos, extraídos del Servidor de datos de  
UGT-A, en concreto de una carpeta denominada “COMPRAS” y que a su vez se  
hallaba  dentro  de  otra  denominada  “CONFIDENCIAL/COMPRAS”.  Y  que  el  
acusado con posterioridad volcó en el disco duro  nº de serie 82C6C4X0T hallado  
en su domicilio el día 13/01/2014, en la diligencia de entrada y registro acordada  
por el Juzgado de Instrucción en la presente causa, en fechas entre el 19/11/13 a  
12/01/2014.

Dichos  archivos o ficheros contenían información reservada y sensible del  
referido  Sindicato,  entre  la  que  se  encontraban  facturas  emitidas  por  diversos  
proveedores de UGT-A, como las mercantiles PINEDA, ASESORES DE VIAJES,  
LIENZO  GRÁFICO,  CHAVSA,  PUBLICAR,  SIOSA  y  VIAJES  MACARENA,  
documentación relativa a los denominados “RAPEL” y “BOTES”, figuras éstas que  
hacían  referencia  a  determinados  porcentajes  repercutidos  a  proveedores  y  no  
declarados  ante  la  Administración  por  el  Sindicato  y  el  encargo  de  facturas  
simuladas,  que  estaban  siendo  objeto  de  investigación  por  el  Juzgado  de  
Instrucción nº 9 de esta capital, por la presunta financiación ilegal del Sindicato, así  
como datos personales de alguno de sus integrantes contenidos en una agenda de  
teléfonos.

Información de la que el acusado se apoderó sin consentimiento alguno de  
UGT-A y dispuso para fines ajeno al desempeño de sus funciones, suministrándola,  
al menos parcialmente, a diversos medios de comunicación, lo que permitió que  
desde el mes de abril de 2013 y hasta noviembre de ese mismo año, la opinión  
pública se hiciera eco de ella, en publicaciones de prensa tanto digital como en  
papel escrito, tales como La Voz de Cádiz,  el  Diario ABC, El Mundo y Libertad  
Digital.

Así:
El 21/11/2013 La Voz de Cádiz publicó extracto de la tarjeta Visa Corporate  

Oro de Manuel Pastrana Casado, Secretario General del Sindicato en esas fechas,  
así como copia de la cuenta 57200002 del Libro Mayor de la contabilidad de UGT-
A.

Esa misma información se publicó los días 21 y 22 de abril en el Diario ABC.
El  20/08/2013,  El  Mundo  publicó  pantallazo  del  correo  electrónico  de  

27/09/2010 desde el departamento de Compras a la empresa SICMA.
Al día siguiente publicó pantallazo del correo de 17/12/2009 a la empresa  

Asesores de Viaje.
El 23/08/2013, publicó pantallazo del correo electrónico de 24/05/2011 a la  

empresa Bobby Events.
El 27/08/2013, pantallazo del correo electrónico de 8/10/2010 a la empresa  

Mytplast.
El 30/08/52013, pantallazo del correo al proveedor Casa Herminia.
El 1/09/2013, publicó una relación de depósitos y fondos en las mercantiles  

BBVA y La Caixa, del Sindicato.
El 24/09/2013, pantallazo de correo desde la UGT a empleados de BBVA y  

fotocopia de dos talones de la cuenta del Sindicato en el banco.
El 25/09/2013 el diario ABC publicó extracto de la liquidación de la tarjeta  

Visa del Secretario General antes descrita, así como dos tickets de compras.
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Y el 26/11/2013 el diario digital Libertad Digital publicó correo entre Francisco  
Mateos Aparicio y Francisco Clavero Prados, el primero empleado de UGT”.

SEGUNDO.- La sentencia apelada tiene el siguiente fallo:
“CONDENO al acusado ROBERTO ALEJANDRO MACÍAS CHAVES como  

autor  penalmente  responsable  de  un  delito  de  DESCUBRIMIENTO  Y  
REVELACIÓN DE SECRETO del art. 200 CP, en relación con el art. 197.1, 2 y 4  
CP  (Texto  vigente  a  fecha  de  comisión  de  los  hechos),  con  la  circunstancia  
atenuante  de  dilaciones  indebidas,  a  la  pena  de  2  AÑOS  DE  PRISIÓN,  con  
inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la  
condena”.

TERCERO.-. Contra la anterior sentencia, la representación del encausado y 
de la acusación particular interpusieron sendos recursos de apelación, que fueron 
admitidos a trámite, dándose traslado al Ministerio Fiscal, y siendo elevados a esta 
Sección de la Audiencia Provincial para su resolución. Por diligencia de ordenación 
se designó ponente fijando día para la deliberación y fallo. Previa la reasignación de 
la  ponencia,  y  deliberación  y  fallo,  en  el  día  de  la  fecha  quedan los  autos  en  
situación de resolver. 

H E C H O S        P R O B A D O S

Mantenemos la declaración de hechos probados de la sentencia apelada.

F U N D A M E N T O S         J U R Í D I C O S

RECURSO DEL ACUSADO D. ROBERTO ALEJANDRO MACÍAS CHAVES

Nulidad  de  la  sentencia  por  omisión  de  pronunciamiento  y, 
subsidiariamente,  nulidad  de  actuaciones  por  ausencia  de  requisito  de 
procedibilidad del artículo 200 CP

PRIMERO.- 1.1. El apelante describe el motivo de recurso de modo distinto 
al que acabamos de enunciar, articulándolo en un escrito excesivamente extenso, 
en el que reitera ideas y alegaciones de forma densa y, en ocasiones, oscura. No 
obstante, atendiendo al contenido de su voluntad impugnativa, podemos concluir 
que el  recurrente  solicita  la  nulidad parcial  de  la  sentencia  de  instancia  por  la  
omisión de pronunciamiento sobre la nulidad de actuaciones por falta del requisito 
de procedibilidad que contempla el artículo 201 CP. Subsidiariamente, solicita dicha 
nulidad.

1.2. La sentencia apelada omite todo pronunciamiento sobre el  particular, 
pese a que se solicitó en la instancia una decisión sobre la cuestión planteada. No 
sólo  en  el  acto  de  la  vista.  El  recurrente  también  solicitó  la  integración  del 
pronunciamiento omitido en sentencia en su escrito de fecha 5.6.20, con amparo en 
lo dispuesto en el  artículo 267.5 LOPJ, sin que el  auto de 9.7.20 estimara que 
procedía  dar  respuesta  a  las  pretensiones  oportunamente  deducidas  en  la 
instancia. Los apelados señalan que, en cualquier caso, la cuestión quedó zanjada 
durante la tramitación de la causa en el auto dictado en fecha 5.12.17, que ganó 
firmeza.

1.3. Constatamos la omisión denunciada por el recurrente. Que durante la 
instrucción  se  hubiera  dictado  resolución  acordando  no  declarar  la  nulidad 
sustentada en los motivos que el recurrente alega (folios 1545 y ss) no impide el 
replanteamiento de la cuestión en esta alzada. En cualquier caso, estimamos que 
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ello no debe determinar la nulidad de la sentencia recurrida pues podemos dar 
respuesta a la pretensión en esta alzada.

SEGUNDO.-  2.1.  El  artículo  201 establece un requisito  de  procedibilidad 
para proceder por los delitos de descubrimiento y revelación de secretos, al exigir la 
previa  denuncia  de  la  persona  agraviada  o  de  su  representante  legal,  lo  que 
convierte  a  tales  figuras  delictivas  en  delitos  semipúblicos,  al  objeto  de  que  el 
ofendido valore si  el  menoscabo de su intimidad exige la puesta en marcha del 
proceso penal.

2.2.  El  apelante  entiende  que,  siendo  la  pretendidamente  agraviada  una 
persona  jurídica,  en  este  caso,  el  sindicato  UGT-ANDALUCÍA,  el  representante 
legal con facultades para tomar la decisión de interponer denuncia o querella es el  
Comité  Ejecutivo.  Además,  estima  que,  en  ejecución  del  acuerdo  del  Comité 
Ejecutivo, el órgano estatutario que ostenta la capacidad procesal para comparecer 
en juicio en nombre del sindicato otorgando los poderes especiales al procurador es 
el  Secretario  de  UGT, quien  es  también  Secretario  del  Comité  Ejecutivo.  Así 
resultaría  de  los  Estatutos  de  UGT-Andalucía  aprobados  en  su  10  Congreso. 
Según alega el recurrente

a)  La  querella  la  interpone  en  fecha  27.12.13  el  procurador  Sr.  León 
González. Por escritura notarial de 11.12.13, D. Juan María Martínez Fernández y 
D.  José  Manuel  Ferrer  Guerrero,  como  apoderados  mancomunados  de  UGT-
Andalucía, otorgan poder  especial  para  pleitos  a  dicho procurador, en  concreto 
“para interponer querella por un presunto delito de revelación de secretos y daños  
informáticos contra D. Roberto Alejandro Macías Chaves…”.

b) El Secretario del sindicato era, cuando se apoderó a las personas citadas, 
el Sr. Fernández Sevilla, persona que dimitió de su cargo en fecha 29.11.13.

c) A partir de tal fecha la competencia que asumía el Secretario pasaba al 
Comité Ejecutivo, en virtud del artículo 36 de los Estatutos. La nueva Secretaria, Dª. 
Carmen Castilla, fue elegida el 9.1.14.

d) Ni la Sra. Castilla ni el Comité Ejecutivo adoptaron acuerdo alguno a tal 
efecto. 

2.3. El motivo impugnatorio debe ser desestimado, pues ninguna duda se ha 
suscitado  sobre  la  voluntad  de  denunciar  de  la  entidad,  ni  sobre  su  voluntad 
acusatoria.  Encontrándonos  ante  un  déficit  subsanable,  aun  cuando  cupiera 
entender que los apoderados mancomunados habían visto extinguido su poder tras 
la dimisión del Secretario (afirmación en modo alguno pacífica), lo cierto es que tras 
la elección de la nueva Secretaria el  sindicato continuó ejerciendo la acusación 
particular, signo inequívoco de la existencia de voluntad persecutoria y dato del que 
cabe inferir, retrospectivamente, la voluntad de denunciar. 

Error en la apreciación de la prueba. Invalidez de la prueba pericial por 
infracción de la cadena de custodia y otros déficits probatorios

TERCERO.-  3.1. La redacción farragosa del escrito de recurso hace difícil 
seguir el hilo argumental. En todo caso, de su contenido se desprende lo siguiente:

a) No consta que el ordenador se llevara completo a la Notaría, pues el acta 
notarial (acta 1603, de 6.9.13, folios 92 a 95) contradice la testifical del Sr. Juan 
Martínez, y la pericial del Sr. Linares practicadas en juicio. En suma: en el acta sólo  
consta  que  la  notaria  aceptó  en  depósito  dos  discos  duros,  pero  no  que  se 
extrajeran  del  PC  15  en  su  presencia,  tal  y  como  ocurrió  con  el  resto  de 
ordenadores, como se desprende del acta 1577, de 5.9.13. A juicio del apelante, es 
llamativo que la extracción de los discos duros de 14 empleados se realizara “in 
situ” el 5.9.13, y la del recurrente se verificara entregando el disco duro al perito una 
vez había  sido  extraído  de forma irregular. Entiende que,  con anterioridad a  la 
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entrega  del  disco  duro  en  la  notaría,  éste  pudo  haber  sido  alterado  por  la 
querellante, quien lo tuvo a su disposición desde la fecha del despido (30.11.12) 
hasta  su  último acceso (19.8.13)  por  el  administrador  (folio  241),  escasos días 
antes de la intervención de los peritos.

b) No está acreditado que el único usuario del PC 15 fuera el recurrente. De 
hecho, con el mismo pendrive IMATION MC USB 3 hay un acceso por el ordenador 
del Sr. Galdeano Reina (folio 257) sin nombre de usuario.

c)  Si  los  peritos  no  extrajeron  el  disco  duro,  n  tampoco  lo  hicieron  en 
presencia notarial, no es posible afirmar que su usuario era el acusado. 

3.2. Sostiene, por todo ello, que “rota” la cadena de custodia, la pericial no 
proporciona información fiable.

CUARTO.- 4.1. Según se desprende de la lectura de las actas notariales:
a) El  acta notarial  de “presencia y depósito” obrante a los folios 42 y ss 

(5.9.13) evidencia que la notaria acudió a la sede del sindicato y que presenció el 
proceso de extracción de los distintos discos duros, que se introducen en sobres 
cerrados que quedan en poder de la fedataria pública. Tras ello, los técnicos de 
FOREST DIGITAL EVIDENCE, SL acuden a la notaría donde la notaria les hace 
entrega  de  los  citados  discos  duros.  A continuación,  en  su  presencia  aquéllos 
realizan copias de los discos duros, entregando una copia a la notaria, para su 
custodia y garantía de la integridad de la información almacenada en el soporte. 

b)  El  acta notarial  obrante  a los folios 92  y  ss (6.9.13)  evidencia  que el 
apoderado de UGT acude a la notaría y requiere a la notaria para que acepte en 
depósito  dos  discos  duros,  que  aquél  identifica  como  instalados  en  dos 
ordenadores cuyos datos precisos proporciona, así como para que presencie el 
proceso de realización de copias de tales discos duros, quedándose con una copia 
para su custodia y garantía de la integridad de la información almacenada en el 
soporte. 

4.2. El testigo, Sr. Martínez dijo que le entregaron los PC que estaban en el  
almacén y que correspondían a los que usaban Roberto y Laureano, y que él los 
llevó a la notaría,  donde estaba el personal de FOREST DIGITAL EVIDENCE y 
realizaron la copia de los discos duros. Añadió que la extracción de los discos duros 
de los ordenadores se realizó en la propia notaría.

El  perito  Sr.  Linares  manifestó  que  la  mañana  siguiente  al  día  5.9.13 
personal  de  UGT trasladó  dos  PC más  a  la  notaría  para  realizar  las  copias  y 
dejarlas  depositadas.  Esos  PC  los  llevó  un  representante  de  la  organización, 
realizándose la extracción del disco duro en presencia del notario.

4.3.  A la vista de lo que antecede, tiene, parcialmente,  razón el  apelante 
acerca del dato de que no parece que se siguiera idéntico procedimiento en el caso 
de los discos duros de los PC 15 y 16 y los demás. Pero tal circunstancia, en sí 
misma, no es reveladora de manipulación, pues también se siguió un procedimiento 
distinto respecto de los servidores, tal  y como documenta el  acta obrante a los 
folios 84 y ss.

Del mismo modo, también parece tener razón el recurrente en el dato de 
que, mientras la extracción de los discos duros de los PC 1 a 14 se realizó en 
presencia de la notaria, la extracción de los discos duros de los PC 15 y 16 se 
realizó con anterioridad, de modo que lo que tuvo lugar en presencia de la notaria 
fue  el  proceso de copiado.  Al  menos,  así  se puede desprender  de  la  diferente 
redacción de las actas.

Con  todo,  ello  no  significa,  en  modo  alguno,  que  el  testigo  y  el  perito 
hubieran faltado a la verdad, por lo que podrían haber incurrido en falso testimonio, 
y que, en consecuencia, la pericial haya de ser “declarada nula”. Y ello, por dos 
razones:
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a) En primer lugar, bien pudo ocurrir que, efectivamente, la extracción tuviera 
lugar  en  la  notaría.  De  otro  modo,  difícilmente  podría  haber  recordado  el 
depositante los datos identificativos de los PC, tal y como figura en la propia acta de 
6.9.13. Y que la notaria no hiciera constar, por error omisivo, tal circunstancia, error 
explicable en el contexto de varias intervenciones sucesivas en los días 5 y 6 de 
septiembre, y que explicaría las manifestaciones convergentes del testigo y perito.

b) También pudo ocurrir que, efectivamente, los PC 15 y 16 se trasladaran a 
la notaría, y que, dentro del espacio físico de la misma la concreta operación de 
extracción de los discos duros no se realizara en presencia de la notaria, aunque sí 
dentro de las instalaciones, lo que podría justificar la confusión de testigo y perito.

4.4. Con todo, la cuestión es absolutamente irrelevante, tal y como indica la 
acusación particular en el escrito de impugnación del recurso, pues lo relevante es 
determinar  si  el  informe pericial  se realizó sobre el  disco duro entregado en la 
notaría, cuestión acerca de la que no existen dudas. A partir de ahí, cabe señalar, 
tal y como pormenorizadamente señala la sentencia de instancia:

a) Que el acusado admitió que para el desempeño de sus funciones tenía 
asignado un ordenador. Y que su nombre de usuario  para el  acceso era el  de 
“roberto.macias”.

b) Que el día 7.11.12, desde el disco duro de que se afirma corresponder al  
PC15  asignado  al  recurrente,  mientras  estaba  conectado  el  usuario 
“roberto.macias”, se conectó a las 17.02 horas un dispositivo de almacenamiento 
masivo USB de la marca IMATION Modelo Apollo M100 USB3. La letra asignada al 
dispositivo USB fue la F:. Una vez conectado dicho dispositivo, a las 17.17 horas se 
inició la copia, al menos, de 32 carpetas cuyo nombre era coincidente con carpetas 
de red que contenían, aproximadamente, 22.500 ficheros. Finalizada la copia, a las 
18.11 horas, se accedió a la carpeta F:/DPTO. COMPRAS UGT A\DOCUMENTOS 
ESCANEADOS 2012\PUBLICAR\FACTURA”. Así se desprende de las conclusiones 
del informe pericial (folios 127 y 128).

c) Que en dicho día y horas, el apelante se encontraba en su horario laboral, 
no  existiendo  prueba  o  indicio  alguno  de  que  no  estuviera  cumpliéndolo.  Y  el  
acceso se produjo con su nombre de usuario, no existiendo tampoco indicio de que 
dicho acceso lo hubiera efectuado otra persona distinta que conociera o hubiera 
tenido acceso a su clave.

d) Que la pericial judicial realizada por el Grupo de Informática Forense de la 
Policía  Científica,  debidamente  ratificada  y  explicada  en  el  acto  de  juicio,  en 
relación al disco duro marca Toshiba encontrado en el domicilio del acusado el día 
13.01.14, ratificada en el plenario por los agentes PN 107.081 y 66.233, evidencia 
que entre los días 11.9.13 y 7.1.14 en dicho disco duro fue volcada parte de los 
archivos volcados en el dispositivo de almacenamiento masivo USB, de la marca 
IMATION,  modelo  Apollo  M100  USB3.  Ello  puede  concluirse  a  la  vista  de  las 
coincidencias existentes en los nombres de las carpetas y/o ficheros de uno y otro.

e) Que el propio acusado reconoció que al tiempo en que se le realizó el 
registro  en su domicilio,  tenía información de UGT-A en los dispositivos que se 
había llevado la Policía. También acudido a la Guardia Civil,  tras dicho registro, 
para poner de manifiesto en concreto que “tenía en su poder  documentación que 
el  consideraba de gran interés para la  investigación”  que se  seguía  en las DP 
5072/13 del Juzgado de Instrucción nº 9, porque tenían que ver “con las fuentes de 
financiación de UGT-Andalucía”, como así se recoge en su declaración de 15.1.14 
en sede de la Unidad Central de la Policía Judicial, cuyo testimonio se ha unido a 
las actuaciones y en la documental aportada por el Ministerio Público, con carácter 
previo al acto del 28.11.19.

4.5.  El  conjunto  de datos  indiciarios  son perfectamente  explicables  en la 
hipótesis  acusatoria,  no  siéndolo  en hipótesis  alternativas,  pues no es  usual  ni 
regular que los empleados de una empresa u organización compartan nombres de 
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usuario y claves. Menos, en el caso que nos ocupa, donde no hay datos que avalen 
tal práctica. Y lo cierto es que el volcado del disco duro analizado al USB se realizó 
mientras estaba conectado el usuario “roberto.macias”. Del mismo modo el hallazgo 
en el disco duro encontrado en el domicilio del acusado de archivos coincidentes 
con la información que se obtuvo del disco duro analizado constituye otro dato que 
refuerza  la  solidez  de  la  reconstrucción  indiciaria.  Y  el  reconocimiento,  por  el 
acusado, de que tenía datos relevantes para una posible investigación aporta otro 
indicio de peso. Por último, estimamos que los folios 227 y ss de las actuaciones 
(127 y ss del informe pericial), lo que evidencian es que, por lo general, cada PC 
tenía su usuario específico, y que sólo dicho usuario, durante el período en el que 
estaba trabajando, y el administrador accedían al mismo, dejando huella, en todo 
caso del acceso. 

4.6. En esta línea, ha de añadirse:
a) Que, tal y como se desprende del folio 241, el administrador D. Antonio 

Jiménez Maqueda hubiera accedido con posterioridad al despido del acusado al PC 
15 es irrelevante. El testigo explicó las razones del acceso (realizar un “pantallazo”  
de los accesos por indicación de su jefe), sin que haya elementos para afirmar que 
pudo manipular el disco duro para manipular la información relativa al acceso del 
día 7.11.12.

b)  Que  el  recurrente  disponía  de  facilidad  probatoria  para  cuestionar  la 
fiabilidad de la información pericial a través de otra pericia, lo que no hizo, pues el 
perito de la defensa reconoció que no había practicado operación pericial alguna 
sobre los discos duros, pese a que estaban depositados en la notaría. 

4.7. Procede, por todo ello, el rechazo del motivo impugnatorio.

Omisión  de  pronunciamento  en  la  sentencia  sobre  la  ausencia  de 
prueba consistente  en el  DVD de  contenido documental  del  anexo VII  del 
informe pericial de la acusación particular

QUINTO.-  5.1.  No  es  sencillo  analizar  un  gravamen  expuesto  de  forma 
confusa  con  una  argumentación  abigarrada.  En  todo  caso,  del  contenido  del 
recurso cabe extraer la denuncia de que:

a)  Los  22.500  ficheros  copiados,  que  hubieran  ocupado  678  páginas 
impresas, se copiaron en un DVD, limitándose el informe pericial a consignar los 
nombres de los ficheros. Sin embargo, indica el recurrente que la ausencia del DVD 
“como  elemento  probatorio  integrado  como  parte  de  la  pericial  se  puso  de  
manifiesto en el comienzo del juicio oral, y el informe oral alegando la nulidad de la  
prueba pericial…por ausencia del referido DVD”.

b) Hay ficheros en el anexo VII con fechas de creación posteriores a la del 
despido del acusado. 

c) No está acreditada la conexión entre dichos ficheros y las informaciones 
publicadas en prensa.

5.2. Sin embargo, como pone de relieve el escrito de la acusación particular 
de impugnación del recurso:

a) Dicho DVD fue aportado junto con la querella y el  original  del  informe 
pericial, con sus copias, dándose traslado del mismo al apelante (folios 466 y ss).

b) Dicho DVD fue también aportado con el escrito que consta en el folio 631,  
tras el requerimiento del Juzgado, que lo tuvo por incorporado en fecha 15.5.14 
(folio 632)

c) El escrito de defensa (folios 1483 y ss) nada alegó respecto dicho DVD, ni 
el perito de la defensa lo examinó, pese a lo cual confeccionó un informe. 

d)  La  sentencia  de  instancia  no  omite  pronunciamiento  alguno.  Por  el 
contrario, señala:  “Planteada por la defensa la duda acerca del contenido real de  
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los referidos ficheros, ante  la imposibilidad de acceder actualmente al mismo y  
sólo  constar  sus  nombres  o  rutas  de  acceso  y  por  tanto  del  carácter  de  la  
información  o  documentos  objeto  de  apoderamiento  y  revelación,  se  ha  de  
significar, tal como concluye el informe pericial de  la propia defensa, que “para un  
número tan grande de ficheros, con rutas de información tan clara y en el contexto  
de  un  administrativo  cuidadoso,  lo  más  plausible  es  que  el  nombre  y  la  ruta  
correspondan a la información contenida en el archivo”. Entre otros, ello ocurre así  
con  los  archivos  A 00131194  LNK,  A0011545  LNK  y  A 0013162  LNK  que  se  
recogen en el informe de Policía Judicial, con ruta de acceso I:/PERSONAL/DPTO.  
COMRAS UGTE. A/ AGENDA TELEFONICA 14-05-2009. xls, cuyo contenido se ha  
aportado por la acusación particular como cuestión previa al acto del 28/11/2019,  
aun cuando se desconociera éste”.

e) En consecuencia, no sólo se dio respuesta al planteamiento, sino que, 
además,  se valor  el  contenido de la información que se calificó de confidencial 
pues,  pese  a  la  ausencia  del  DVD,  constatada  en  el  acto  de  la  vista  y  no 
denunciada  con  anterioridad,  la  acusación  particular  suplió  el  déficit  aportando 
documentos  que  incorporaban  los  particulares  de  interés  (folios  22  a  39  y 
aportación documental en la sesión del día 28.11.19). Pero, además, difícilmente 
puede  alegarse  indefensión  cuando  los  escritos  de  acusación  incorporaban  las 
informaciones cuestionadas. En particular, el del Ministerio Fiscal. 

f) Por otro lado, y en cuanto al hecho de que hubiera ficheros en el anexo VII 
con fechas de creación posteriores a la del despido del acusado:

f1.-  El  anexo  V  contiene  la  relación  de  “carpetas  y  ficheros  copiados  al  
dispositivo IMATION Modelo Apollo M100 USB3”, teniendo todos la misma fecha de 
creación (7.11.12), fecha en la que los ficheros son copiados al dispositivo externo. 

f2.- consta en el informe pericial (folio 121) que los peritos solicitaron a UGT, 
a  raíz  de  los  hallazgos,  que  entregara  un  “detalle  del  contenido  de  la  carpeta 
“COMPRAS” a fecha 26.9.13 almacenada en su servidor de datos”, información que 
se adjunta al informe pericial como anexo VI.

f3.- Comparados anexos V y VI los peritos concluyen que la mayoría de la 
información copiada al USB es coincidente con los nombres de archivos y carpetas 
almacenadas en la carpeta “Compras” del servidor de UGT-A, si bien existen otros 
28  ficheros  copiados  en  el  USB,  cuyo  nombre  es  coincidente  con  ficheros 
almacenados en otra carpeta del servidor llamada “ADMON”. 

f4.- El anexo VII “contenido de las 32 carpetas copiadas en el USB…” no se 
pudo obtener del  USB, que el  perito no tenía, ni  del  PC15, donde no se había 
grabado la información, que estaba en el servidor, sino de la carpeta “COMPRAS” 
del servidor de UGT, que es el lugar de extracción y sustracción de los documentos, 
siendo perfectamente normal que se siguiera utilizando y accediendo al mismo con 
posterioridad al despido del recurrente.

El motivo de recurso se rechaza.

Infracción de ley por indebida aplicación del artículo 200 en relación 
con los artículos 197.1 y 2 y 4 CP por falta de tipicidad de la conducta

SEXTO.-  6.1.  De  nuevo,  muy  confusamente,  el  recurrente  amalgama 
argumentos de diverso signos que entrecruza. Del recurso puede inferirse que el 
apelante discrepa de la decisión subsuntiva, estimando que los hechos declarados 
probados no integran el delito por el que resultó condenado. Los documentos a los 
que  accedió  y  divulgó  estaban  a  su  disposición  como  trabajador  adscrito  al 
departamento de compras de UGT, sin que incorporen datos secretos o que afecten 
a la intimidad de persona alguna.
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6.2.  Tanto  la  acusación particular  como el  Ministerio  Fiscal  se  oponen al 
recurso  centrando la  impugnación en la  naturaleza confidencial  o  reservada,  al  
menos, de buena parte de los datos difundidos. 

6.3.  La  sentencia  de  instancia  no  contiene,  en  sentido  propio,  un 
razonamiento subsuntivo preciso. Reproducimos la argumentación, separándola en 
párrafos para una mayor claridad:

a) “Los hechos que se declaran probados son constitutivos de un delito de  
DESCUBRIMIENTO  Y  REVELACIÓN  DE  SECRETOS  del  art.  200  del  Código  
Penal,  según  su  redacción  vigente  al  tiempo  de  ocurrencia  de  los  hechos,  en  
relación con el art. 197.1, 2 y 4  CP.

Dicho tipo penal  castiga el  descubrimiento,  revelación o cesión  de datos  
reservados de las personas jurídicas,  sin el consentimiento de sus representantes.

Se incardina en el Título X del Libro II del Código Penal y se configura por  
tanto como un delito contra la intimidad y dentro de éste,  en el  capítulo I  “Del  
descubrimiento y revelación de secretos”.

b) “Siendo la  intimidad un bien jurídico eminentemente individual,  que se  
define como la esfera donde cada uno, preservado del mundo exterior, encuentra la  
posibilidad de desarrollo y fomento de su personalidad, han de entenderse en esta  
misma línea, los “secretos” cuyo descubrimiento y revelación se dirigen a castigar  
los preceptos penales que nos ocupan, en relación a las personas jurídicas, cuando  
afectan a la intimidad o esfera personal de terceros o a la de los propios individuos  
que forman parte de la correspondiente persona jurídica, sin perjuicio de su posible  
castigo en otros preceptos del mismo Cuerpo Legal cuando  se trate de información  
empresarial.”

c)  “Por  otro  lado,  dado  que  el  art.  200  CP efectúa  una  remisión  a  “lo  
dispuesto en este capítulo”, el mismo precisa de una labor de integración y así, en  
el caso de autos, éste ha de ponerse en relación con lo dispuesto en el art. 197.1  
CP, en cuya virtud,“El que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de  
otro, sin su consentimiento, se apodere de sus papeles, cartas, mensajes de correo  
electrónico o cualesquiera otros documentos o efectos personales o intercepte sus  
telecomunicaciones o utilice artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o  
reproducción del sonido o de la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación,  
será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa de doce a  
veinticuatro  meses”;  Y el  art.  197.2  CP, según  el  cual,  “Las  mismas  penas  se  
impondrán al que, sin estar autorizado, se apodere, utilice o modifique, en perjuicio  
de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen  
registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o en  
cualquier  otro  tipo  de  archivo  o  registro  público  o  privado.  Iguales  penas  se  
impondrán a quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos  
y a quien los altere o utilice en perjuicio del titular de los datos o de un tercero”.

d) “Notas características de este delito son un elemento subjetivo adicional  
del injusto,  que consiste en el apoderamiento, en el sentido ideal del término, de la  
información  tenga por finalidad o se haga con el ánimo de descubrir los secretos o  
vulnerar la intimidad del otro; que no está prevista la comisión imprudente; y que el  
consentimiento del sujeto pasivo actúa expresamente como causa de exclusión del  
mismo”.

e) “A su vez el delito de descubrimiento y revelación de secretos se configura  
como un límite a la libertad de expresión y la libertad de información y en concreto  
parece que pudiera entrar en conflicto con el derecho que pretende salvaguardar y  
proteger  la  Directiva  (UE)  2019/1937  de  23  de  octubre  de  2019,  relativa  a  la  
protección  de las  personas que informen sobre  infracciones del  Derecho de la  
Unión, que busca la protección de los denunciantes y pone el foco de atención en  
los  trabajadores  de  las  organizaciones,  tanto  públicas  como  privadas,  que  
denuncian las  irregularidades e infracciones cometidas por  las mismas,  ya  que  
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éstos suelen ser las primeras personas que tienen conocimiento de ellas, a fin de  
evitar las represalias que pueden sufrir aquéllos dentro de la organización.

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta de un lado, que la referida Directiva  
aún no forma parte propiamente de nuestro derecho interno, pues está pendiente  
su transposición al  derecho nacional de manera que habrá de estarse a lo que  
resulte  de  dicha  transposición  y  de  otro,  que  la  misma  prevé  unos  concretos  
canales  de  denuncia,  que  pueden  en  ser  internos,  esto  es,   dentro  de  propia  
entidad o externos, ante las autoridades competentes, debiendo garantizarse que  
el denunciante pueda elegir el canal de denuncia y que en uno y otro caso, se  
arbitren  los  mecanismos  precisos  para  su  salvaguarda.  Finalmente  también  la  
Directiva  busca  la  protección  de  los  denunciantes  que  realicen  revelaciones  
públicas, pero exigiendo para ello que la persona haya denunciado primero por  
canales  internos  o  externos,  sin  que  se  hayan  tomado medidas  apropiadas  al  
respecto”. 

6.4. Como es de ver, dicha resolución no llega a explicar las razones por las 
que estima que el acusado realizó la acción típica de apoderamiento o utilización, ni 
los motivos  por  los que estima que los datos consignados en sede de hechos 
probados tienen la condición de reservados.

SÉPTIMO.-  7.1.  Como  acertadamente  destaca  la  sentencia  recurrida,  el 
artículo 200 CP (“Lo dispuesto en este capítulo será aplicable al que descubriere,  
revelare o cediere datos reservados de personas jurídicas, sin el consentimiento de  
sus representantes, salvo lo dispuesto en otros preceptos de este Código”) carece 
de autonomía propia.  Se trata de una disposición normativa que extiende a las 
personas jurídicas la  protección de la  intimidad otorgada a las personas físicas 
frente a las conductas contempladas en los artículos 197 y ss, consistentes en, 
cada caso,  en  el  descubrimiento,  revelación  o  cesión  de datos  reservados,  sin 
contar con el consentimiento de los representantes legales. En consecuencia, hay 
que poner en conexión el precepto con las distintas figuras delictivas contempladas 
en dichos artículos.

7.2. Por otra parte, la doctrina jurisprudencial señala que el precepto debe 
interpretarse en sentido restrictivo, entendiendo que el sintagma “datos reservados 
de las personas jurídicas” ha de proyectarse sobre datos de personas jurídicas, 
pero con trascendencia en la intimidad de las personas físicas, pues a través de 
dicho precepto se habría  operado una extensión instrumental  de la tutela de la 
intimidad que corresponde al individuo (persona física) para los supuestos en que 
pudiera quedar reflejada en datos reservados de persona jurídicas. En suma, no 
sería correcto sostener que las personas jurídicas puedan ser titulares del derecho 
a la intimidad personal stricto sensu, cuando el art. 18.4 de la CE se refiere a la 
intimidad personal  "de los ciudadanos".  Cuestión distinta  es que a través de la 
protección de la persona jurídica se tutele la intimidad personal de las personas 
físicas que la integran.

En una línea parcialmente coincidente se ha sostenido que “los datos a los  
que se refiere el art. 200 son aquellos que aun siendo datos de personas físicas sin  
embargo están integrado sen ficheros o bases de datos de una empresa. Y ello  
porque el art. 200 se ubica, sistemáticamente, dentro del Título X del Libro II que  
protege los derechos a la intimidad, a la propia imagen y a la inviolabilidad del  
domicilio. Si partimos de que las empresas o sociedades carecen de un derecho a  
la intimidad al menos en la forma en que se entiende para las personas físicas,  
forzosamente hemos de concluir que los datos a los que se refiere el art. 200 son  
aquellos que protegen la intimidad no de la empresa o sociedad que posee los  
datos sino de las personas que con ella se relacionan, bien de forma directa, por  
habérselos cedido, o bien indirecta de un modo legal  le han sido cedidos esos  
datos privados de los particulares. Por tanto, el art. 200 lo que hace es establecer  
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una  protección  de  la  intimidad  de  las  personas  físicas  de  un  modo  mediato” 
(Sentencia  205/2021,  de  la  Audiencia  Provincial  de  Toledo,  sección  primera).   

7.3. El artículo 1 de la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
datos de carácter personal, aplicable en el momento de los hechos, establece que 
el  objeto  de  dicha  Ley  es  "...garantizar  y  proteger,  en  lo  que  concierne  al  
tratamiento  de  los  datos  personales,  las  libertades  públicas  y  los  derechos  
fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad  
personal y familiar”.

Existe, así, una diferencia entre los datos relativos al honor o la intimidad, 
que merecen una protección reforzada, y otros datos. En este sentido, el art.,  2 
establece  el  ámbito  aplicativo  y  lo  refiere  a  todos  los  datos,  cualesquiera  que 
fuesen,  que  consten  en  ficheros  o  soportes  que  los  haga  susceptibles  de  ser 
tratados. Así, el art. 3 a) considera que son datos personales "cualquier información 
concerniente a personas físicas identificadas o identificables". Por su parte, el art. 7 
se refiere a los datos que gozan de una especial protección. 

De lo anterior se sigue que, si bien todo dato personal goza de la protección 
que  la  ley  dispensa,  la  misma  ley  distingue  entre  aquéllos  que  gozan  de  una 
protección especial y reforzada y aquéllos que la tienen de menor intensidad. Son 
los primeros, los que caen bajo la cobertura del artículo 197 CP. 

7.4. Por lo que respecta a los primeros, la Sala II, en la STS 56/2022 nos 
dice lo siguiente:

“En efecto, como de manera reiterada nos recuerda el Tribunal Europeo de  
Derechos Humanos, el concepto de "vida privada" se vincula con el derecho a la  
realización,  desarrollo  y  autonomía personal.  El   artículo 8 CEDH ,  y en lógica  
correspondencia iusfundamental el  artículo 18 CE , reconocen que toda persona  
tiene derecho a vivir en privado, lejos de la atención no deseada de terceros. Y que  
ese derecho a la "vida privada" no puede quedar circunscrito a un "círculo íntimo".  
El  artículo 8 CEDH , y también el  artículo 18 CE , garantizan el derecho a la "vida  
privada" en un sentido amplio, que incluye el derecho a llevar una "vida privada en  
sociedad", es decir, la posibilidad de que la persona desarrolle su identidad social,  
entablando  y  desarrollando  relaciones  con  otras  personas  -vid.  SSTEDH,  caso  
Bigaeva  c. Grecia, de 28 de mayo de 2009 ;  caso Özp nar c. Turquía, de 19 de  
octubre de 2010  -.

 Dimensión social del derecho a la vida privada que se proyecta de manera  
muy significativa en el espacio de la actividad profesional pues es donde la mayoría  
de  las  personas  tienen  muchas,  si  no  la  mayoría,  de  las  oportunidades  de  
desarrollar  sus  vínculos  con  el  mundo  exterior  -vid.  SSTEDH,  caso  Fernández  
Martínez  c. España, de 12 de junio de 2014 ;  caso Oleksandr Volkov    c. Ucrania,  
de 9 de enero de 2013  -.

Espacio  relacional  protegido  por  el  derecho  a  la  vida  privada  que  se  
extiende, también,  prima facie , a las comunicaciones que puedan mantener las  
personas en su horario laboral. Como también ha destacado el Tribunal Europeo de  
Derechos Humanos, los correos electrónicos están comprendidas en los conceptos  
de "vida  privada"  y  "correspondencia"  en  el  sentido  del  artículo  8  -en  términos  
coincidentes, vid.  SSTC 241/2012  y  170/2013 , sobre la protección que ofrece el  
artículo 18.1 CE  a los correos electrónicos archivados en el ordenador-. También,  
en principio, cuando dichas comunicaciones proceden o se reciben en centros de  
trabajo -Vid. SSTEDH, caso Halford  c. Reino Unido, de 25 de junio de 1997 ;  caso  
Amann    c. Suiza de 16 de febrero de 2000 ;  caso Copland    c. Reino Unido, de 3  
de abril de 2007  -.

A este respecto, debe destacarse también la Recomendación del Consejo de  
Europa CM/Rec (2015) 5 del Comité de Ministros a los Estados miembros  sobre el  
tratamiento de datos personales en el contexto laboral , adoptada el 1 de abril de  
2015,  en  la  que  se  establece  en  relación  con  el  uso  de  Internet  y  de  las  
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comunicaciones electrónicas en el lugar de trabajo -vid, principio 14 y siguientes-,  
que  "los empresarios deben evitar las interferencias injustificadas e irrazonables en  
el derecho a la intimidad de los empleados. Este principio se extiende a todos los  
dispositivos técnicos y TIC utilizadas por un empleado. Los interesados deben ser  
informados adecuada y periódicamente de acuerdo con una política de privacidad  
clara, en línea con el Principio 10 de esta Recomendación. La información facilitada  
debe  estar  actualizada  e  incluir  la  finalidad  del  tratamiento,  el  periodo  de  
conservación de los datos recogidos, el almacenamiento de los datos de conexión  
y el archivo de los correos electrónicos comerciales. (...) El acceso por parte de los  
empresarios a las comunicaciones comerciales electrónicas de sus empleados, que  
han sido informados previamente de esta posibilidad, solo podrá producirse, en su  
caso, si es necesario por razones de seguridad u otras razones legítimas. En caso  
de  ausencia  de  un  empleado,  los  empleadores  deben  tomar  las  medidas  
necesarias y proporcionar los procedimientos adecuados para permitir el acceso a  
las  comunicaciones  electrónicas  de  la  empresa  solo  cuando  dicho  acceso  sea  
necesario  desde  una  perspectiva  empresarial.  El  acceso  debe  realizarse  de  la  
forma  menos  intrusiva  posible  y  solo  después  de  informar  a  los  empleados  
afectados.  (...)  En  ningún  caso  se  debe  controlar  el  contenido,  el  envío  y  la  
recepción de comunicaciones electrónicas privadas en el curso del trabajo".  

7.5. En cuanto a los segundos, no podemos perder de vista el hecho de que 
el artículo 199 CP se refiere a “secretos ajenos, de los que tenga conocimiento por  
razón de su oficio o relaciones laborales”. Razón por la que no todo dato contenido 
en ficheros o archivos de empresa permiten la aplicación del artículo 197 CP, por el 
que se formuló acusación.

7.6. Bajo este ángulo, el apelante tiene razón, en parte. Hay algunos datos 
revelados que no tienen la condición de reservados a los efectos que nos ocupan. 
Así, las facturas del sindicato respecto de determinadas empresas, la copia de la 
cuenta  del  Libro  Mayor  del  Sindicato,  los  acuerdos  adoptados por  la  Comisión 
Ejecutiva, la información sobre los fondos que el Sindicato tenía en determinadas 
entidades  bancarias  o  los  talones  abonados  al  portador  desde  una  cuenta  del 
sindicato.

Sin  embargo,  estimamos  que,  en  aplicación  de  las  consideraciones 
precedentes,  tanto  los  correos electrónicos señalados como los  extractos  de la 
tarjeta de crédito consignada en sede de hechos probados tenían tal consideración, 
generando  en  los  afectados  una  legítima  expectativa  de  privacidad  que  fue 
defraudada. Es intrascendente, a tal efecto, la invocación de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
pues tales obligaciones de transparencia no obstan a la prohibición de utilizar los 
datos de carácter reservado sin la debida autorización. 

OCTAVO.- 8.1. La sentencia alude a los apartados 1 y 2 del artículo 197 CP, 
vigente  en  la  fecha  de  los  hechos  (redacción  dada  por  LO  5/2010  CP)  sin 
especificar el supuesto de hecho por el que se decanta. 

El apartado 1 sanciona la conducta de “El que, para descubrir los secretos o  
vulnerar la intimidad de otro, sin su consentimiento, se apodere de sus papeles,  
cartas, mensajes de correo electrónico o cualesquiera otros documentos o efectos  
personales,  intercepte  sus  telecomunicaciones  o  utilice  artificios  técnicos  de  
escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la imagen, o de  
cualquier otra señal de comunicación”.

Por  su  parte,  el  apartado  2  contempla  la  conducta  del  que  “sin  estar  
autorizado,  se  apodere,  utilice  o  modifique,  en  perjuicio  de  tercero,  datos  
reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen registrados en  
ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro tipo  
de archivo o registro público o privado”, así como a quien “sin estar autorizado,  
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acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o utilice en perjuicio  
del titular de los datos o de un tercero”.

8.2. La dicción literal de los preceptos puede avalar la hipótesis interpretativa 
de que las conductas contempladas en el primer apartado se refieren a los soportes 
documentales o físicos, y las segundas, a los datos, aunque la distinción dista de 
ser nítida cuando se trata de aplicar la norma a casos concretos.

8.3. En el caso que nos ocupa, los hechos no serían encuadrables dentro del 
tipo del artículo 197.1 CP, por las siguientes razones:

a) Es evidente que la modalidad de interceptación no es aplicable. 
b)  En  cuanto  a  la  de  apoderamiento,  el  mismo  consiste  no  sólo  en  la 

traslación física del objeto material con desposesión del titular, sino también en la  
aprehensión virtual, de modo que el sujeto activo pueda hacerse con el contenido 
de cualquier forma técnica que permita su reproducción posterior, como pudiera ser 
una fotografía. 

Ahora  bien,  hay  que  tener  en  cuenta  que  no  existe  acceso  ilegítimo  al 
soporte documental o al dato si quien lo realiza puede hacerlo legítimamente. Y no 
cabe obviar que el relato de hechos probados deja claro que el acusado trabajaba 
para la organización sindical como administrativo en el Departamento Central de 
Compras.  Departamento en el  que se coordinaban y centralizaban los pedidos, 
compras, facturación y gestión del gasto, así como el control  de existencias del 
Sindicato. Del mismo modo, es un dato probado que para el desempeño de sus 
funciones el acusado hacía uso de un ordenador, identificado cono PC 15, y que 
podía  acceder  desde él  al  servidor. Igualmente,  que los  archivos y  ficheros  en 
cuestión se encontraban a disposición de los empleados del departamento, que 
operaban con equipos informáticos, sin restricción alguna. 

Cabría  cuestionar  si  la  conducta  consistente  en trasladar  los  datos  a  un 
dispositivo de almacenamiento masivo sería típica. Con todo, no hay razones para 
dudar del hecho de que, dentro del conjunto de facultades inherentes al puesto de 
trabajo desempeñado por el acusado se encontraba dicho traslado, como medio 
instrumental para la realización de sus funciones. De hecho, los folios 245 y ss 
(informe  pericial  acusatorio)  patentizan  que  estaba  generalizado  el  uso  de 
dispositivos de almacenamiento USB. Operativa que, por otro lado, es regular y 
habitual en puestos de trabajo que implican la utilización de equipos informáticos.  
En consecuencia, tal conducta no se vería alcanzada por el ámbito de prohibición 
de la norma penal.

8.4.  En  cuanto  a  las  modalidades  contempladas  en  el  apartado  2,  la 
jurisprudencia tiene declarado que tienen un sentido distinto a las recogidos en el  
apartado primero, pues las conductas afectan a datos que no están en la esfera de 
custodia  del  titular,  sino  en  bancos  de  datos,  así  como  que  pueden  causar 
perjuicios  a  terceros  distintos  del  propio  sujeto  al  que se  refiere  la  información 
concernida. Aquí se tutelaría penalmente el derecho del ciudadano a controlar la 
información personal y familiar que se encuentra recogida en ficheros de datos, lo 
que constituye una dimensión positiva de la intimidad que constituye el bien jurídico 
protegido. A nuestro parecer, la subsunción aquí sí es posible:

a) El relato de hechos probados enuncia tres verbos posiblemente típicos, 
que, en realidad, serían dos: “Información de la que el acusado se apoderó sin  
consentimiento alguno de UGT-A y dispuso para fines ajenos al desempeño de sus  
funciones,  suministrándola,  al  menos  parcialmente,  a  diversos  medios  de  
comunicación”. Los verbos en cuestión serían “apoderarse” y “difundir”.

b) Ya hemos visto la imposibilidad de subsumir conducta alguna del acusado 
en  el  verbo  típico  “apoderarse”.  Nos  quedaría,  así,  el  verbo  “utilizar”, que 
comportaría el uso de los datos. 

Utilizar significa emplear o usar los datos para algún fin. Pues bien, el relato 
de  hechos  probados  proporciona  información  típica,  pues  las  conductas 
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consistentes en difundir, revelar o ceder (“dispuso para fines ajenos al desempeño  
de sus funciones, suministrándola, al menos parcialmente, a diversos medios de  
comunicación”)  son modalidades del verbo utilizar en el  lenguaje natural,  lo que 
permite la subsunción en los apartados 2 y 4 del artículo 197 CP. 

Infracción de ley por inaplicación del artículo 4 bis B de la LOPJ y de la 
Directiva  UE 2019/1937  sobre  protección de  personas que  informen sobre 
infracciones del derecho de la Unión

NOVENO.-  9.1. Tras una larga exposición, el recurrente concluye que, aun 
sin haber transpuesto dicha directiva, tiene aplicación directa. Y, en concreto, el 
artículo  21.7  (“En  los  procesos  judiciales,  incluidos  los  relativos  a  difamación,  
violación de derechos de autor, vulneración de secreto, infracción de las normas de  
protección  de  datos,  revelación  de  secretos  comerciales,  o  a  solicitudes  de  
indemnización  basadas  en  el  Derecho  laboral  privado,  público  o  colectivo,  las  
personas a que se refiere el artículo 4 no incurrirán en responsabilidad de ningún  
tipo como consecuencia de denuncias o de revelaciones públicas en virtud de la  
presente Directiva. Dichas personas tendrán derecho a alegar en su descargo el  
haber  denunciado  o  haber  hecho  una revelación  pública,  siempre  que  tuvieran  
motivos razonables para pensar que la denuncia o revelación pública era necesaria  
para poner de manifiesto una infracción en virtud de la presente Directiva. Cuando 
una persona denuncie o revele públicamente información sobre infracciones que  
entran en el  ámbito  de aplicación de la presente Directiva, y dicha información  
incluye  secretos  comerciales,  y  cuando  dicha  persona  reúna  las  condiciones  
establecidas  en  la  presente  Directiva,  dicha  denuncia  o  revelación  pública  se  
considerará lícita en las condiciones previstas en el artículo 3, apartado 2, de la  
Directiva  (UE)  2016/943”),  y  el  considerando  33  (“Es  necesario  proteger  la  
revelación pública de información, teniendo en cuenta principios democráticos tales  
como la transparencia y la rendición de cuentas, y derechos fundamentales como  
la libertad de expresión y la libertad y el pluralismo de los medios de comunicación,  
al tiempo que se encuentra un equilibrio entre el interés de los empresarios en la  
gestión de sus organizaciones y la defensa de sus intereses, por un lado, y el  
interés de los ciudadanos en que se los proteja contra todo perjuicio,  por  otro,  
conforme a los criterios desarrollados por la jurisprudencia del TEDH”).

9.2.  El apelante no transcribe la totalidad del  considerando 33 y omite la 
siguiente  referencia:  “En  general,  los  denunciantes  se  sienten  más  cómodos  
denunciando por canales internos, a menos que tengan motivos para denunciar por  
canales  externos.  Estudios  empíricos  demuestran  que  la  mayoría  de  los  
denunciantes tienden a denunciar por canales internos, dentro de la organización  
en la  que trabajan.  La  denuncia  interna es  también el  mejor  modo de recabar  
información  de  las  personas  que  pueden  contribuir  a  resolver  con  prontitud  y  
efectividad los riesgos para el  interés público. Al  mismo tiempo, el  denunciante  
debe  poder  elegir  el  canal  de  denuncia  más  adecuado  en  función  de  las  
circunstancias particulares del caso.”

9.3. El recurrente omite, del mismo modo, la necesidad de acudir antes a los 
canales internos y externos de denuncia, y la inaplicabilidad,  en su caso,  de la 
excepción contemplada en el artículo 15, que otorga protección al denunciante que 
haga una revelación pública sin recurrir previamente a la denuncia a través de los 
canales internos y externos si en tales canales no se hubiera adoptado ninguna 
medida, si la infracción pudiera constituir un peligro inminente o manifiesto para el 
interés público, como, por ejemplo, cuando se da una situación de emergencia o 
existe un riesgo de daños irreversibles, o en caso de denuncia externa, existe un 
riesgo de represalias  o  hay pocas probabilidades de que se  dé un tratamiento 
efectivo a la infracción debido a las circunstancias particulares del caso, como que 
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puedan ocultarse o destruirse las pruebas o que una autoridad esté en connivencia 
con el autor de la infracción o implicada en la infracción.

9.4. No hay evidencia, en el presente caso, de que se den ninguna de esas 
circunstancias  excepcionales  por  cuanto  el  recurrente  optó  por  divulgar 
directamente  en  los  medios  de  comunicación  la  información  reservada,  al  no 
discriminar  entre  la  que  tenía  tal  naturaleza  y  la  que  no.  Procede,  por  ello,  el 
rechazo del motivo impugnatorio y la desestimación del recurso del apelante, sin 
perjuicio de lo que diremos en el último FJ.

RECURSO  DE  LA  ACUSACIÓN  PARTICULAR  UNIÓN  GENERAL  DE 
TRABAJADORES DE ANDALUCÍA

DÉCIMO.-  10.1. La acusación particular discrepa de dos pronunciamientos: 
la  apreciación  de  la  atenuante  de  dilaciones  indebidas  en  la  instancia,  y  la 
desestimación  de  la  pretensión  resarcitoria  por  los  daños  y  perjuicios  que  la 
conducta del acusado le habrían ocasionado.

10.2.  En cuanto a la  segunda cuestión,  la  sentencia de instancia dice lo 
siguiente: “En el caso de autos si bien la acusación particular reclama la cantidad  
de 60.000 euros en concepto de daño moral, el mismo no puede presumirse sino  
que ha de quedar probado, no sólo el  daño en sí,  sino también su importe,  no  
habiéndose practicado prueba alguna sobre ello, por lo que no cabe efectuar dicho  
pronunciamiento en la presente sentencia”.

10.3.  La  entidad  apelante  sostiene  que  no  es  necesaria  una  prueba 
específica  cuando el  relato  de  hechos  probados  es  elocuente,  y  del  mismo se 
desprende un perjuicio para la propia organización sindical.

10.4.  El  recurso  debe  ser  rechazado  por  las  razones  que  expresa  la 
sentencia  apelada,  que  deben  ser  completadas  añadiendo  que  no  todas  las 
informaciones  divulgadas  se  encuentran  amparadas  por  el  concepto  de  “datos 
reservados”,  y  que  las  únicas  que  tienen  tal  consideración  son  informaciones 
provenientes de correos electrónicos que reflejan comunicaciones entre particulares 
y los extractos de la tarjeta de crédito, sin que las personas físicas afectadas hayan 
aportado elementos de juicio relevantes para estimar ocasionado un perjuicio que 
deba ser civilmente resarcido.

DÉCIMO PRIMERO.- 11.1. En cuanto a la primera cuestión, la sentencia de 
instancia señala lo siguiente:  

a) “A la vista del tiempo transcurrido desde la ocurrencia de los hechos y  
examinadas las actuaciones, se ha apreciado que la misma ha sufrido dilaciones  
indebidas, no imputables en todos los casos al acusado, como se desprende de las  
fechas del dictado de las resoluciones de impulso procesal y práctica de diligencias  
en fase de instrucción, el dictado de auto de continuación de las mismas por el  
procedimiento abreviado que se dictó en fecha 25/05/2015 y la apertura del juicio  
oral en fecha 28/10/2015, con remisión de las actuaciones a este Juzgado de lo  
Penal, que posteriormente hubieron de devolverse a Instrucción, ante la estimación  
parcial  por  la  Ilma.  Audiencia  Provincial  del  recurso  de apelación  planteado,  la  
práctica de nuevas diligencias, que se demoraron indebidamente y el nuevo dictado  
de auto de PROA y apertura de juicio oral,  ya en febrero y junio de 2017 y su  
señalamiento por este Juzgado, por lo que se ha de apreciar la concurrencia de la  
circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, atenuante prevista en el  
art.  21.6º  CP, de  dilaciones  indebidas,  pues  si  bien  la  causa  ha  presentado  
complejidad, resulta desproporcionada con el tiempo que ha llevado su tramitación”

b) “En cuanto a la individualización de la pena correspondiente al delito del  
art. 200 CP, en relación con el art. 197.1, 2 y 4 CP (de dos a cinco años de prisión),  
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atendidas las circunstancias concurrentes, procede imponer al acusado la pena de  
2  AÑOS DE PRISIÓN,  con  inhabilitación  especial  para  el  derecho  de  sufragio  
pasivo durante el tiempo de la condena”.

11.2.  La entidad apelante  alega que gran parte  de  las  dilaciones se  han 
producido  por  la  conducta  obstruccionista  del  acusado,  quien  interpuso  gran 
cantidad de recursos durante la instrucción. Sin embargo, tal conducta procesal no 
justifica los períodos de paralización observados durante la tramitación, tomando en 
cuenta, además, que la interposición de recursos en el proceso penal no produce 
efectos  suspensivos,  como  regla  general.  Debe  valorarse  que  los  hechos 
acontecen en el año 2012, que la causa se incoa en el año 2014, y que la sentencia 
en primera instancia no se dicta hasta el año 2020, pese a no tratarse de una causa 
particularmente compleja pues el grueso de la información incriminatoria se había 
aportado con el escrito de querella.

11.3. Por otro lado, constatamos que la causa tuvo entrada en esta sección 
de  la  Audiencia  Provincial  en  fecha  23.11.20,  produciéndose  un  cambio  de 
ponencia en fecha 19.10.22, y no habiendo recaído sentencia en esta instancia 
hasta  el  día  de  la  fecha,  sin  que  en  el  ínterin  se  hubieran  practicado  otras 
actuaciones, lo que exige la apreciación de la atenuante de dilaciones indebidas en 
esta alzada.

11.4.  Ello  da  lugar  a  que,  bien  apreciando dos atenuantes  de dilaciones 
indebidas, bien una sola, con el carácter de cualificada, sea obligada la rebaja de la 
pena en un grado, pena que pasamos a imponer en la mínima extensión al  no 
haber razones que justifiquen su aplicación en una extensión superior, en particular, 
cuando la sentencia de instancia puso la pena en el límite mínimo.

Costas

DÉCIMO SEGUNDO.- Conforme a los artículos 239 y 240 de la Lecrim, y por 
lo que respecta a las costas procesales causadas, procede declararlas de oficio.

VISTOS los  artículos  mencionados  y  demás  de  general  y  pertinente 
aplicación,

FALLAMOS

ESTIMAR EN PARTE el  recurso de apelación interpuesto por  la  persona 
acusada contra la sentencia de instancia y DESESTIMAR el recurso de apelación 
interpuesto por la acusación particular contra dicha sentencia, REVOCANDO EN 
PARTE la mencionada resolución en el solo sentido de apreciar la atenuante de 
dilaciones  indebidas  en  esta  alzada,  reduciendo  la  pena  impuesta  a  1  año  de 
prisión  con inhabilitación especial  para el  derecho de sufragio pasivo durante el 
tiempo de la condena,  declarando de oficio las costas procesales causadas en la 
instancia y en esta alzada.

Notifíquese  la  presente  resolución  a  las  partes,  haciéndoles  saber  los 
recursos  que  contra  la  misma  proceden.  Devuélvanse  los  Autos  originales  al 
Juzgado de su procedencia, una vez transcurrido el plazo mencionado.

        Así por esta nuestra Sentencia, de la que se unirá certificación al rollo de su 
razón, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
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PUBLICACIÓN.- La anterior Sentencia ha sido leída y publicada en el mismo 
día de su fecha por el Sr. Magistrado Ponente, celebrando audiencia pública, de lo 
que yo doy fe. 
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